
 

Resolución de Dirección Ejecutiva 
 

N° 029-2022-MTC/34 
 
Lima, 14 de marzo de 2022. 
 
VISTOS: 
 
El documento s/n del 09 de marzo de 2022 presentado por la señora Karina del 

Pilar Borja Manzur; el Memorando N° 0101-2022-MTC/34.01.06 de la Oficina de 
Recursos Humanos; y, el Informe N° 0051-2022-MTC/34-2019.01.01 de la Oficina de 
Asesoría Jurídica; y, 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que, el Proyecto Especial Lima 2019, creado mediante Decreto Supremo             
N° 002-2015-MINEDU y sus modificatorias, tuvo como propósito el desarrollo y la 
organización de los XVIII Juegos Panamericanos y Sextos Juegos Parapanamericanos, 
que se llevaron a cabo en Lima entre los meses de julio y setiembre de 2019; 

 
Que, luego de concluidos los XVIII Juegos Panamericanos y Sextos Juegos 

Parapanamericanos, con Decreto de Urgencia N° 004-2020, Decreto de Urgencia que 
establece medidas para la gestión, mantenimiento, operación, disposición, monitoreo y 
sostenibilidad del legado de los XVIII Juegos Panamericanos y Sextos 
Parapanamericanos de Lima 2019, se facultó al Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones a conducir las actividades de legado de los XVIII Juegos 
Panamericanos y Sextos Juegos Parapanamericanos Lima 2019, así como la gestión, 
mantenimiento, operación, disposición y sostenibilidad de los bienes muebles e 
inmuebles construidos, intervenidos y/o adquiridos para dichos juegos;  

 
Que, en el marco de dicho Decreto de Urgencia, mediante Decreto Supremo       

N° 007-2020-MTC, Decreto Supremo que modifica el Decreto Supremo N° 002-2015-
MINEDU, se creó el Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y 
Parapanamericanos, con el objeto de dar cumplimiento a las acciones de 
mantenimiento, saneamiento físico legal, operación, monitoreo, disposición y 
sostenibilidad del Legado de los XVIII Juegos Panamericanos y de los Sextos Juegos 
Parapanamericanos Lima 2019, con autonomía técnica, económica, financiera y 
administrativa;  

 
Que, con Decreto Supremo N° 028-2021-MTC, se amplía la vigencia del 

Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y Parapanamericanos hasta el 31 de 
julio de 2024, en el marco de lo dispuesto por el Decreto de Urgencia N° 004-2020; 

 
Que, el literal l) del artículo 35 de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, señala 

que el servidor civil tiene como derecho el contar con la defensa y asesoría legal, 
asesoría contable, económica o afín, con cargo a los recursos de la entidad para su 
defensa en procesos judiciales, administrativos, constitucionales, arbitrales, 



investigaciones congresales y policiales, ya sea por omisiones, actos o decisiones 
adoptadas o ejecutadas en el ejercicio de sus funciones, inclusive como consecuencia 
de encargos, aun cuando al momento de iniciarse el proceso hubiese concluido la 
vinculación con la entidad;  

 
Que, el artículo 154 del Reglamento General de la Ley N° 30057, Ley del Servicio 

Civil, aprobado por Decreto Supremo N° 040-2014-PCM, establece que los servidores 
civiles tienen derecho a contar con la defensa y asesoría legal, asesoría contable, 
económica o afín, con cargo a los recursos de la entidad para su defensa en procesos 
judiciales, administrativos, constitucionales, arbitrales, investigaciones congresales y 
policiales, ya sea por omisiones, actos o decisiones adoptadas o ejecutadas en el 
ejercicio de sus funciones, inclusive como consecuencia de encargos, aun cuando al 
momento de iniciarse el proceso hubiese concluido la vinculación con la entidad, la cual 
se otorga previo pedido expreso del servidor o ex servidor sujeto a evaluación previa de 
la solicitud; 

      
 Que, tanto la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, como su Reglamento General 

establecen que, si al finalizar el proceso se demostrara responsabilidad, el beneficiario 
debe reembolsar el costo del asesoramiento y de la defensa, de acuerdo al 
procedimiento establecido en la directiva que emita la Autoridad Nacional del Servicio 
Civil (SERVIR);  

 
Que, el numeral 5.2 del artículo 5 de la Directiva N° 004-2015-SERVIR-GPGSC 

- Reglas para acceder al beneficio de defensa y asesoría de los servidores y ex 
servidores civiles, aprobada con Resolución de Presidencia Ejecutiva N° 284-2015-
SERVIR-PE, dispone que el beneficio de derecho de defensa y asesoría es el derecho 
individual que tienen los servidores y ex servidores civiles para solicitar y contar con la 
defensa y asesoría legal, asesoría contable, económica o afín, con cargo a los recursos 
de la entidad que corresponda, para su defensa en procesos judiciales, administrativos, 
constitucionales, arbitrales, investigaciones congresales y policiales, en los que resulten 
comprendidos, sea por omisiones, actos administrativos o de administración interna o 
decisiones adoptadas o ejecutadas en el ejercicio regular de sus funciones o actividades 
o bajo criterios de gestión en su oportunidad, inclusive como consecuencia de encargos, 
aun cuando al momento de iniciarse el proceso hubiese concluido su vinculación con la 
entidad, la cual puede comprender el recibir defensa y asesoría en la etapa de 
investigación preliminar o investigación preparatoria, actuaciones ante el Ministerio 
Público y la Policía Nacional del Perú;  

 
Que, asimismo, el numeral 6.1 del artículo 6 de la citada Directiva señala que,  

para acceder a la defensa y asesoría, se requiere de una solicitud expresa conteniendo 
los requisitos dispuestos en el numeral 6.3 y que el solicitante haya sido citado o 
emplazado formalmente en calidad de denunciado, investigado, procesado, imputado, 
demandado, testigo, tercero civilmente responsable o para la actuación de alguna 
prueba, dentro de alguno de los procesos, investigaciones o procedimientos previos 
señalados en el numeral 5.2 del artículo 5;  

 
Que, igualmente, el numeral 6.3 del artículo 6 de la referida Directiva establece 

los requisitos de admisibilidad de la solicitud para acceder al derecho de defensa y 
asesoría, debiéndose presentar: a) Solicitud dirigida al Titular de la entidad, con carácter 
de declaración jurada; b) Compromiso de reembolso por medio del cual el solicitante se 
compromete a devolver el costo de asesoramiento y de la defensa, si al finalizar el 
proceso se demuestra su responsabilidad; c) Propuesta de servicio de defensa o 
asesoría precisando si esta se solicita por todo el proceso o por alguna etapa; y,                
d) Compromiso de devolver a la entidad los costos y las costas determinados a su favor, 
en caso no resulte responsable en el procedimiento, proceso o investigación;  
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Que, cuando se proponga un determinado defensor o asesor deberá señalarse 
las razones de dicha propuesta, así como el monto estimado de los respectivos 
honorarios profesionales propuestos, de lo contrario la entidad, de acuerdo a la Ley de 
Contrataciones del Estado, sus normas complementarias, reglamentarias y/o 
sustitutorias, podrá atender la solicitud con alguno de los servicios profesionales 
contratados previamente para tales fines, de ser el caso;  

Que, la citada Directiva señala que, recibida la solicitud, es derivada en el día a 
la Oficina de Recursos Humanos a efecto que, en un plazo de un (1) día, remita a la 
Oficina de Asesoría Jurídica la documentación relacionada con los puestos y funciones 
desempeñadas por el solicitante;  

 
Que, asimismo, la referida Directiva dispone que la Oficina de Asesoría Jurídica 

en un plazo máximo de tres (3) días hábiles, emite opinión sobre el cumplimiento de los 
requisitos de admisibilidad y la procedencia de la solicitud; prepara el proyecto de 
resolución respectivo y eleva todo el expediente al titular de la entidad para su 
aprobación, debiendo pronunciarse respecto de la cautela de los intereses de la entidad 
con la finalidad de evaluar la intervención de Procuradores Ad Hoc en el proceso 
correspondiente, conforme a lo dispuesto en la Directiva;  

 
Que, la Directiva señala que la procedencia de la solicitud de defensa o asesoría 

no debe exceder de siete (7) días hábiles de recibida, la cual se formaliza mediante una 
resolución del titular de la entidad; quien conforme a lo señalado en el subnumeral 5.1.3 
del numeral 5.1 del artículo 5 de la Directiva, constituye la máxima autoridad 
administrativa de una entidad pública;  

 
Que, con documento del 09 de marzo de 2022, la señora Karina del Pilar Borja 

Manzur, en su calidad de Especialista III – Gestor del Proyecto Ecuestre de la Dirección 
de Proyectos e Infraestructura Definitiva del Proyecto Especial, solicita al Director 
Ejecutivo del Proyecto Especial se le brinde el beneficio de defensa y asesoría legal en 
el procedimiento administrativo disciplinario iniciado en su contra a través de la 
Resolución Jefatural N° 0003-2022-MTC/34.01.06 del 04 de marzo de 2022, derivada 
del Informe de Auditoría N° 24029-2021-CG/TRACO-AC – Auditoría de Cumplimiento al 
Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y Parapanamericanos – “Servicio de 
Implementación de la Infraestructura Temporal de los Centros de Atención y Aislamiento 
Temporal en Lima Metropolitana y Lima Provincias” periodo 1 de marzo de 2020 al 31 
de mayo de 2021; adjuntando copia de la Resolución Jefatural N° 0003-2022-
MTC/34.01.06, documento que acredita el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario; compromiso de reembolso; propuesta de defensa o asesoría, y 
compromiso de devolución;  

 
Que, en dicha solicitud la recurrente cumple con señalar lo siguiente: a) datos 

completos de identificación y domicilio real; así como, precisa su condición de servidora 
civil en el Proyecto Especial; b) el procedimiento administrativo disciplinario es 
promovido por la Oficina de Recursos Humanos del Proyecto Especial; c) se trata de un 



procedimiento administrativo disciplinario; d) se le involucra en el siguiente hecho 
“Funcionarios y servidores del Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y 
Parapanamericanos otorgaron conformidad al hito N° 2 de la prestación de los servicios 
de implementación del centro de aislamiento temporal en el Hospital Nacional Hipólito 
Unanue pese a que no se ejecutó la habilitación de senderos conforme a los términos 
de referencia y a la propuesta del contratista, generando una contratación adicional para 
ejecutar dichos trabajos por S/ 105 849,80, ocasionando perjuicio económico a la 
entidad”; y, e) los hechos se desarrollaron durante el ejercicio de sus funciones como 
Especialista III – Gestor del proyecto ecuestre de la Dirección de Proyectos e 
Infraestructura Definitiva del Proyecto Especial y funciones adicionales indicadas en el 
Memorándum N° 266-2020-MTC/34.10 a fin de brindar asistencia en el ámbito de su 
especialidad al equipo de trabajo conformado para cumplir la función encomendada por 
Decreto de Urgencia N° 055-2020, en la sede del Hospital Hipólito Unanue;  

 
Que, es preciso señalar que, según la Resolución Jefatural N° 0003-2022-

MTC/34.01.06, la responsabilidad de la recurrente se da en el marco de sus desempeño 
como Especialista III – Gestor del Proyecto Especial Ecuestre y responsable de 
implementación temporal en el Proyecto Especial, según funciones asignadas con 
Memorándum N° 266-2020-MTC/34.10 del 26 de mayo de 2020, quien en su condición 
de responsable de implementación temporal otorgó conformidad técnica al entregable 
hito N° 2: Entrega/Transferencia – Puesta Operativa de la Infraestructura Temporal del 
CAAT – ítem 3: Hospital Hipólito Unanue a través del Informe N° 028-2020-MTC/34.10-
01-KBM del 15 de setiembre de 2020; no obstante que, el contratista no habría 
ejecutado la habilitación de senderos conforme a su propuesta del 23 de mayo de 2020 
y a lo exigido en el Anexo 1 Memoria Descriptiva y Consideraciones Técnicas de los 
términos de referencia, las bases y el contrato, lo que habría ocasionado que el Proyecto 
Especial realice una contratación adicional por S/ 105 849,80 a fin de completar el 
servicio planteado inicialmente y no ejecutado por el contratista responsable de dicho 
trabajo, lo que habría ocasionado perjuicio económico a la entidad;  

 
Que, a través del Memorando N° 0101-2022-MTC/34.01.06, la Oficina de Recursos 

Humanos informa que la señora Karina del Pilar Borja Manzur cuenta con vínculo 
contractual vigente, desempeñándose como Especialista III - Gestor de Proyecto 
Ecuestre conforme al Contrato Administrativo de Servicios N° 026-2018-
MTC/PEJP/2019.01.04; así como, remite adjunto el Informe Escalafonario respectivo en 
el que se detalla que la recurrente labora en el Proyecto Especial desde el 01 de marzo 
del 2018, manteniendo vínculo laboral con la entidad durante el periodo mencionado en 
la Resolución Jefatural N° 0003-2022-MTC/34.01.06 y que se le asignó las funciones 
establecidas en el Memorándum N° 266-2020-MTC/34.10 del 26 de mayo de 2020; 

 
Que, mediante Informe N° 0051-2022-MTC/34-2019.01.01, la Oficina de 

Asesoría Jurídica señala que la solicitud de acceso a la defensa y asesoría legal 
presentada por la recurrente cumple con los requisitos de admisibilidad y procedencia 
previstos en los numerales 6.1 y 6.3 del artículo 6 de la Directiva; por lo cual, opina que 
es procedente la solicitud de defensa y patrocinio legal formulada por la señora Karina 
del Pilar Borja Manzur, en su calidad de Especialista III – Gestor del Proyecto Ecuestre 
de la Dirección de Proyectos e Infraestructura Definitiva del Proyecto Especial y 
funciones asignadas con Memorándum N° 266-2020-MTC/34.10 del 26 de mayo de 
2020, en el marco de lo establecido en la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil y su 
Reglamento General aprobado por Decreto Supremo N° 040-2014-PCM; así como, lo 
establecido en la Directiva N° 004-2015-SERVIR-GPGSC - Reglas para acceder al 
beneficio de defensa y asesoría de los servidores y ex servidores civiles, aprobada con 
Resolución de Presidencia Ejecutiva N° 284-2015-SERVIR-PE;  
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Que, en ese sentido, es importante tener en cuenta lo señalado en el Informe 
Técnico N° 266-2017-SERVIR/GPGSC de la Gerencia de Políticas de Gestión del 
Servicio Civil de la Autoridad Nacional del Servicio Civil, el cual señala, entre otros 
aspectos, que  de conformidad con lo señalado en los numerales 5.2 y 6.1 de la 
Directiva, el beneficio de defensa y asesoría se otorga también para los procedimientos 
administrativos que se instauren en ejercicio de la potestad sancionadora disciplinaria 
de la entidad como empleador;  

 
Que, por otro lado, sobre lo establecido en el segundo párrafo del sub numeral 

6.4.2 de la Directiva respecto al pronunciamiento sobre la cautela de los intereses de la 
entidad, la Oficina de Asesoría Jurídica opina que no es necesario solicitar a la 
Procuraduría General del Estado el nombramiento de Procuradores Ad Hoc, en atención 
a la naturaleza del procedimiento administrativo disciplinario;  

 
Que, el artículo 7, concordante con los literales a) y g) del artículo 8 del Manual 

de Operaciones del Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y 
Parapanamericanos, aprobado con Resolución Ministerial N° 320-2019-MTC/01,   
establecen que la Dirección Ejecutiva del Proyecto Especial ejerce la dirección, 
administración y representación; así como, tiene la función de expedir resoluciones en 
el marco de sus competencias; por lo cual, lo solicitado corresponde ser autorizado a 
través de una Resolución de Dirección Ejecutiva;  

 
Que, en atención a lo solicitado mediante el documento de visto y la evaluación 

realizada por la Oficina de Asesoría Jurídica, se determina la procedencia del beneficio 
de defensa y patrocinio legal formulado por la señora Karina del Pilar Borja Manzur, en 
su calidad de Especialista III – Gestor del Proyecto Ecuestre de la Dirección de 
Proyectos e Infraestructura Definitiva del Proyecto Especial; y, 

 
De conformidad con lo establecido por la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil; el 

Reglamento General de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, aprobado por Decreto 
Supremo N° 040-2014-PCM; la Directiva N° 004-2015-SERVIR-GPGSC - Reglas para 
acceder al beneficio de defensa y asesoría de los servidores y ex servidores civiles, 
aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva N° 284-2015-SERVIR-PE; y, el 
Manual de Operaciones del Proyecto Especial, aprobado con Resolución Ministerial       
N° 320-2019-MTC/01; 
 

SE RESUELVE: 
 
Artículo 1.- Declarar procedente la solicitud de defensa y patrocinio legal 

formulada por la señora Karina del Pilar Borja Manzur, en su calidad de Especialista III 
– Gestor del Proyecto Ecuestre de la Dirección de Proyectos e Infraestructura Definitiva 
del Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y Parapanamericanos, 
contratada bajo el Decreto Legislativo N° 1057, Régimen Especial de Contratación 
Administrativa de Servicios, y las funciones asignadas con Memorándum N° 266-2020-
MTC/34.10 del 26 de mayo de 2020, quien se encuentra comprendida en el 



procedimiento administrativo disciplinario iniciado a través de la Resolución Jefatural   
N° 0003-2022-MTC/34.01.06 del 04 de marzo de 2022. 

 
Artículo 2.- Disponer que la Oficina de Administración realice las acciones 

pertinentes para la contratación y ejecución de los gastos respectivos en virtud de la 
defensa y patrocinio legal concedida en el artículo precedente, en el marco de lo 
establecido en la Directiva N° 004-2015-SERVIR-GPGSC “Reglas para acceder al 
beneficio de defensa y asesoría de los servidores y ex servidores civiles”, aprobada por 
la Resolución de Presidencia Ejecutiva N° 284-2015-SERVIR-PE. 

 
Artículo 3.- Disponer que la Oficina de Recursos Humanos notifique la presente 

resolución a la parte interesada y a la Oficina de Administración. 
 
Artículo 4.- Disponer la publicación de la presente resolución en el Portal 

Institucional del Proyecto Especial Legado Juegos Panamericanos y 
Parapanamericanos (www.lima2019.pe). 

 
Regístrese y comuníquese. 

http://www.lima2019.pe/

